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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO DE COMUNICACIÓN



La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del organismo que corresponda solicite al Ministerio de Economía de la Nación, instruya a la Administración Federal de Ingresos Públicos (A.F.I.P.) a fines de que se reimplante la aplicación del AJUSTE POR INFLACIÓN IMPOSITIVO, a fin de compensar las distorciones de los precios que en algunos sectores de la economía, como el agropecuario, ha provocado la devaluación de la moneda.

SEÑOR PRESIDENTE:

       



 Desde el mes de abril de 1992 (Ley 24073) y, como consecuencia de la alta estabilidad de precios, ha quedado en suspenso la aplicación del ajuste impositivo por inflación que rigiera en el país desde 1978, suspensión que no significa su derogación legal, pues la legislación se mantiene en la ley del Impuesto a las Ganancias, con la indicación    de que en lo sucesivo se aplicará un índice de ajuste igual a uno (1); lo que en la  realidad económica significa que no hay ajuste impositivo.




Las cámaras empresariales, entidades del agro y la industria, hacen notar que la devaluación y consiguiente inflación distorsionaron sus balances,  reflejando una utilidad nominal que no responde a la realidad, por lo cual si no se les permite incluir en las Declaraciones Juradas del Impuesto a las Ganancias el ajuste por inflación se verán obligadas a tributar sobre bases irreales.

                                 En países como Chile, a pesar de que tienen estabilidad desde hace años, se ha mantenido el ajuste por inflación tanto a fines contables e impositivos y tanto Estados Unidos -desde 1984- como Canadá -desde 1976-, así como muchos otros países en el mundo que tienen inflación muy baja, desde hace años ajustan anualmente los límites de su escala de impuesto a las ganancias, las exenciones mínimas y cargas de familia y otros límites de franquicias establecidos en su legislación, lo que nosotros hemos dejado de hacer y que, en el ámbito empresarial, es particularmente grave tratándose de las amortizaciones de bienes de uso.




Distintas normativas comenzaron a dictarse en el país con motivo del impacto de la devaluación y los procesos de cambio en los  niveles de precios, intentando medir el efecto exponiendo los estados contables en moneda de igual poder adquisitivo:

· Decreto 1269/2002: deroga el Decreto 316 del 15 de Agosto de 1995 reimplanta la confección de Balances Contables en moneda constante.

· Resolución 11/2002 de la Inspección General de Justicia: fija que los estado contables cerrados a partir del 1 de mayo de 2002 deben reflejar el efecto de la inflación.

· Comisión Nacional de Valores – Resolución del 25-07-02: Reimplanta la exigencia del ajuste por inflación a partir del 1 de enero de 2002.

· Superintendencia de Seguros de la Nación: Resolución 28873/2002: reimplanta la presentación de estados contable ajustados por inflación.

· Cooperativas y Mutuales: Resolución 1150/2002. Reimplanta la presentación de estados contables ajustados por inflación.






Queda a todas luces reflejado que solo resta a la Administración Federal de Ingresos Públicos (A.F.I.P.), adoptar una medida similar respecto a los Balances Impositivos, que reflejen el impacto en las variaciones de los niveles de precios, permitiendo que el fisco perciba los impuestos que reflejen la realidad económica del contribuyente, evitando tributar sobre ganancias irreales, que en muchos casos alentarían la evasión, afectarían el capital de trabajo condicionando el futuro de muchas empresas tanto industriales como agropecuarias.

Como ejemplo la Confederación de Asociaciones Rurales de la Tercera Zona, (Cartez), ha desarrollado un modelo donde se muestra que un productor de 200 hectáreas que compró insumos el año pasado y vendió la soja este año tendría que pagar, 85 mil pesos de impuestos a las ganacias, mientras que si se aplica “el ajuste por inflación esa suma sería de 20 mil pesos.

Este cálculo ya ha generado una situación de extrema intranquilidad en las empresas que cerraron sus ejercicios fiscales en junio, y más aún en los productores, que lo cierran en diciembre de 2002, porque de no permitirse este ajuste se producirán serios procesos de descapitalización o también se producirán aumentos importantes en los índices de evasión.

Para el empresario del campo, que sigue apostando a la producción, sin muchas más alternativas, es muy dificil hoy tomar una decisión o planificar a futuro, porque no puede saber cuales son sus recursos económicos genuinos, no sólo por las variables de la propia actividad, sino también por los cambios de las reglas del juego.

Por las razones expuestas, solicitamos a nuestros pares, aprueben el presente proyecto de comunicación.      
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